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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo
Radicación Nro. :


660013187002 2017 00068 01
Accionante: 
 
HERNANDO DE JESÚS RUÍZ QUINTERO
Accionado:
FONVIVIENDA
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / AUSENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [A]nalizando la información obrante en el expediente, se observa que frente al asunto la entidad accionada emitió una respuesta de fondo, la cual se ve reflejada en el folio 27, con su respectiva constancia de notificación por medio de correo certificado recibido el 12 de julio de 2017, en ese sentido comparte esta Colegiatura la tesis sostenida por el Juez de Primer grado, en el sentido de que tales pronunciamientos que evidentemente no resultan favorables a lo pretendido, no constituyen en sí ningún tipo de desconocimiento a los derechos del señor HERNANDO, pues de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales trazados, respecto de la efectividad del derecho de petición, se extrae con facilidad que la respuesta a una solicitud no necesariamente implica aceptación de lo pedido, basta con explicar de forma clara las razones por las cuales ello no es posible. 
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, veintitrés (23) de noviembre de dos mil diecisiete (2017) 

Hora: 2:00 p.m.   

Aprobado por Acta No. 1288
	Radicación:
	660013187002 2017 00068 01

	Accionante:   
	Hernando de Jesús Ruíz Quintero

	Accionado:
	Fonvivienda

	Procedencia:
	Juzgado 2° de Ejecución de Pernas y Medidas de Seguridad

	Decisión: 
	Confirma


ASUNTO:
Procede la Sala a pronunciarse en torno a la impugnación presentada por el señor HERNANDO DE JESÚS RUÍZ QUINTERO, contra el fallo proferido el 11 de septiembre de 2017 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante el cual negó el amparo del derecho fundamental de petición invocado por él en contra de FONVIVIENDA.
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que desde el 27 de junio del año que transcurre envió por medio de la empresa de correos Servientrega una solicitud a FONVIVIENDA, mediante de la cual pidió que se le hiciera entrega del subsidio de vivienda al que tiene derecho por ser una persona desplazada. Sin embargo, expuso que al momento de interposición de la acción constitucional no había recibido ningún pronunciamiento por parte de esa entidad al respecto. 
En consecuencia, le solicita a la judicatura que tutele su derecho fundamental de petición, y en consecuencia, se ordene a FONVIVIENDA que le dé respuesta de fondo a la petición impetrada por él.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, avocó conocimiento de la actuación el 31 de agosto del presente año en contra de FONVIVIENDA, por intermedio de su Director Ejecutivo, a quien ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción en el término de 2 días hábiles. 
Posteriormente, luego de realizar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel resolvió, mediante sentencia del 11 de septiembre de 2017, negar el derecho fundamental de petición invocado por el señor HERNANDO DE JESÚS, toda vez que constató que la entidad accionada había dado respuesta oportuna y de fondo al derecho de petición elevado por el actor, y que fue objeto de la interposición de esta acción constitucional.
IMPUGNACIÓN:
El señor HERNANDO DE JESÚS RUIZ QUINTERO fue notificado de la decisión de primera instancia el 14 de septiembre del año avante, tal y como obra en la constancia de notificación personal obrante a folio 33 del encuadernado, donde además de suscribir su firma, escribió al lado de la misma que impugnaba la decisión.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel fue acertada al determinar que el derecho fundamental de petición invocado por el accionante, no fue vulnerado por parte de FONVIVIENDA. 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)
Caso concreto: 

De acuerdo con las manifestaciones realizadas por el actor en su libelo petitorio, se tiene que su pretensión la enfocó en la búsqueda de una respuesta por parte de FONVIVIENDA acerca del derecho de petición elevado por él, recibida en esa entidad el 29 de junio de 2017.    

A partir de este punto se anunciará que la decisión de primer nivel será confirmada, ello porque analizando la información obrante en el expediente, se observa que frente al asunto la entidad accionada emitió una respuesta de fondo, la cual se ve reflejada en el folio 27, con su respectiva constancia de notificación por medio de correo certificado recibido el 12 de julio de 2017, en ese sentido comparte esta Colegiatura la tesis sostenida por el Juez de Primer grado, en el sentido de que tales pronunciamientos que evidentemente no resultan favorables a lo pretendido, no constituyen en sí ningún tipo de desconocimiento a los derechos del señor HERNANDO, pues de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales trazados, respecto de la efectividad del derecho de petición, se extrae con facilidad que la respuesta a una solicitud no necesariamente implica aceptación de lo pedido, basta con explicar de forma clara las razones por las cuales ello no es posible. 
Por lo anterior, esta Corporación encuentra que la decisión del Juez de primera instancia fue ajustada a derecho, toda vez que no se avizoro vulneración alguna del derecho fundamental invocado por el actor.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 11 de septiembre de 2017 por el Juzgado segundo de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira, en cuanto negó el derecho fundamental de petición invocado por el señor HERNANDO DE JESÚS RUÍZ QUINTERO. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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